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RESUMEN

Con este trabajo pretendemos mostrar que el grado de “familiaridad” o conocimiento previo
de los entrevistados con el bien público objeto de valoración puede afectar sensiblemente a
los valores obtenidos de la disposición a pagar (DAP). El aspecto más novedoso es que
hemos dividido la muestra en dos partes: aquellos que tenían un cierto grado de
conocimiento previo del bien público y aquellos que carecían del mismo obteniendo como
resultado más destacable que la media de la DAP es sensiblemente mayor para el primer
grupo de individuos. Por tanto, este hecho debe tenerse e cuenta en el proceso de
agregación.
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1. Introducción

El Método de Valoración Contingente (MVC)1 constituye una importante herramienta para

los economistas, no exenta de controversia2, para valorar los bienes que carecen de

                                               
1 Para una exhaustiva descripción del mismo se puede consultar la referencia básica de Mitchell y Carson
(1989). Asimismo, en castellano existe un magnífico manual (Riera, 1994) donde se explican detalladamente
los diferentes  pasos a seguir en la elaboración de un ejercicio de valoración contingente. También puede
consultarse Azqueta (1994) y Azqueta y Pérez y Pérez (1996) donde, desde una prespectiva más amplia, se
aborda el estudio de este y de otros métodos. Finalmente, Hanemann (1992) muestra una interesante
descripción del desarrollo histórico del método.
2 El lector interesado en la polémica existente entre los detractores y los defensores del método puede
consultar, por un lado, Diamond y Hausman (1994), Diamond (1996) y Fisher (1996) y, por otro, Hanemann
(1994 y 1996).
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mercado como pueden ser los bienes públicos y los bienes ambientales. El desarrollo de

este método ha traído consigo un importante profundización en el análisis de los métodos

econométricos y estadísticos, al mismo tiempo que ha recibido importante inputs de otras

ramas del saber como son la psicología, la sociología y la investigación de mercados.

En la literatura sobre valoración contingente existen numerosas aplicaciones

empíricas que han puesto de manifiesto como la información suministrada a los

entrevistados afecta la disposición a pagar (DAP) declarada por éstos. Entre dichos trabajos

podemos destacar, sin ser exhaustivos, los de Samples et al. (1986), Bergstrom et al.

(1990), Imber et al. (1991), Whitehead et al. (1995), Ajzen et al. (1996) y el más cercano a

nosotros de León (1995). Sin embargo, nosotros aquí no pretendemos mostrar, una vez

más, esta relación, si no que más bien pretendemos mostrar el hecho de que el

conocimiento o información previa que disponen los entrevistados sobre el bien de no

mercado objeto de valoración varía a lo largo de la población, es decir, el grado de

“familiaridad”  de éstos con el mismo es diferente en función del nivel de información que

han recibido con anterioridad a la realización del ejercicio de valoración contingente y este

hecho puede afectar sensiblemente a los valores declarados.

En particular, el aspecto más novedoso de este trabajo es que la muestra utilizada de

700 individuos, que recibieron el mismo tipo y cantidad de información, ha sido dividida en

dos partes: aquellos que declararon tener un cierto grado de conocimiento previo del bien

de no mercado objeto de análisis (mejoras medioambientales) y aquellos que carecían de

conocimiento alguno según ellos mismos declararon en el momento de la entrevista. A

continuación se ha procedido a estimar la media de la DAP para ambas submuestras

obteniéndose como resultado más destacable que ésta medida de bienestar es sensiblemente

superior para el primer grupo de individuos.

El trabajo, por tanto, se organiza de la siguiente manera. En primer lugar, se

presenta brevemente los fundamentos teóricos del MVC a la vez que se repasa la literatura

sobre la relación existente entre los valores declarados por los entrevistados y la

información previa disponible por éstos. En la sección 3, se describe el caso objeto de
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análisis utilizado para detectar esta posible relación el cual viene referido a una serie de

mejoras ambientales en la fachada litoral de Castellón como consecuencia de la

reordenación del uso y actividades de su puerto comercial. A continuación, se muestran los

principales resultados obtenidos a partir de un modelo de elección discreta de variable

dependiente binaria (modelo Spike), particularmente apropiado para las características

propias de los datos obtenidos del proceso de encuestación. En la sección 5 se procede a la

agregación de las valoraciones individuales. Y, finalmente, en la sección 6 se presentan las

principales conclusiones derivadas de esta aplicación.

2. El método de valoración contingente

Fundamentos teóricos

A primera vista el MVC es una técnica muy sencilla ya que simplemente hay que preguntar

a la gente cuánto estaría dispuesta a pagar por obtener un determinado bien o qué

compensación económica exigiría por renunciar al mismo (DAC). Sin embargo, como

señala Kriström (1997a), esto no es más que una caricatura de lo que realmente es una

aplicación seria y rigurosa del MVC que, como se ha indicado previamente, se nutre de

otras ciencias fuera del ámbito de la economía.

El MVC contingente tiene su base analítica en la teoría de la elección racional del

consumidor, es decir, se supone que los individuos realizan decisiones de consumo que

maximizan su nivel de bienestar. Para ello, siguiendo a Johansson (1993) consideremos a

un individuo que obtiene su satisfacción del consumo de n bienes privados diferentes y del

consumo de m bienes públicos diferentes. Asumamos que posee una función de utilidad

continua y creciente tal y como:

U = U (x, z)                                               (1)

donde x es un vector 1x n de bienes privados y z es un vector m x1 de bienes públicos. El

individuo tiene un presupuesto exógeno y que es gastado en algunos o todos de los n bienes
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privados. Estos pueden ser comprados en cantidades no negativas a unos precios positivos

fijados de antemano pi  para i = 1, ..., n.

Este individuo maximiza su utilidad sujeto a su restricción presupuestaria. Por lo

tanto, su función indirecta de utilidad puede ser escrita como:

V = U [x (p,y,z),z] = V (p,y,z)                      (2)

donde el vector x se interpreta como x(p,y,z) = [x1(p,y,z), ..., xn(p,y,z)], por ejemplo, como

un vector de funciones de demanda para bienes privados cuyas cantidades demandadas son

función de los precios, la renta y la provisión o calidad de los bienes medioambientales.

Esta función indirecta de utilidad es decreciente en los precios y creciente en la renta y en

la calidad ambiental.

Introduzcamos ahora un cambio en la calidad ambiental. Por simplicidad, se asume

que los precios y la renta no cambian. Entonces, el cambio en la utilidad es:

)3(),,(),,( 01 zypVzypVV −=∆

donde el superíndice 0 (1) indica el valor inicial (final) de la calidad ambiental. Dado que la

función de utilidad no es observable, necesitamos una medida monetaria para valorar el

cambio en la utilidad. Aunque un gran número de medidas han sido propuestas en la

literatura, aquí centraremos nuestra atención en dos conceptos: la variación compensatoria

y la variación equivalente.

Consideremos primero la variación compensatoria (VC). Esta es una cantidad de

dinero tal que:

V(p, y-VC, z1) = V (p, y, z0)                              (4)
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Por tanto, la VC puede ser definida como la cantidad máxima de dinero que puede ser

tomada del individuo para que éste quede al mismo nivel de bienestar al que estaba antes de

la mejora en la calidad ambiental. En otras palabras, la VC es su disposición a pagar (DAP)

por una mejora en la calidad ambiental. No obstante, si la calidad ambiental se deteriora es

la cantidad mínima que habría que darle al individuo para compensarle por la pérdida en la

calidad ambiental, en este caso, la VC mide la disposición a ser compensado (DAC) por un

deterioro en la calidad ambiental.

Por su parte, la variación equivalente (VE) es un cantidad de dinero tal que:

V(p, y + VE, z0) = V (p, y, z1)                                (5)

Por ello, la VE es la cantidad mínima de dinero que debe ser dada al individuo para que

éste permanezca igual que si hubiera tenido lugar una mejora en la calidad ambiental. De

igual modo, si la calidad ambiental se deteriora la VE es la cantidad máxima que el

individuo está dispuesto a pagar para prevenir dicho deterioro.

Implementación

Un ejercicio de valoración contingente conlleva el desarrollo de cuatro fases diferentes,

pero que guardan una estrecha relación entre ellas (Kriström y Nyquist, próximamente). En

concreto, éstas son la siguientes: (i) Planificación y desarrollo, (ii) Elaboración y

administración de las entrevistas, (iii) Recogida de datos y (iv) Análisis y publicación de

los resultados.

En la primera fase se debe construir un modelo conceptual donde debe quedar claro

qué pretendemos valorar (descripción del escenario de valoración que normalmente implica

una mejora o un empeoramiento de la calidad ambiental), qué tipo de formato de pregunta

se va a utilizar (elegir, principalmente, entre abierta o cerrada3) y quién se encargará de

proveer el bien público.

                                               
3 Respecto al formato de licitación más idóneo, todavía no existe una postura común, aunque el formato
dicotómico (o cerrado) domina la literatura actual. Hanemann (1994) señala que el formato dicotómico puede
eliminar muchos de los sesgos que aparecen con el formato abierto. Harrison y Kriström (1995) señalan que
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La segunda conlleva la redacción del cuestionario a utilizar así cómo decidir el tipo

de entrevistas a realizar (personales, telefónicas o por correo). Las entrevistas personales

permiten una mayor interacción entre el entrevistador y el entrevistado y, por tanto, pueden

clarificarse todos aquellos aspectos que no hayan quedado claros previamente de ahí que

sean las recomendadas por el informe NOAA (Arrow et al., 1993). Sin embargo, tienen la

gran desventaja de su elevado coste presupuestario frente a las otras dos alternativas que

son mucho más baratas4.

Hanemann (1994), señala que responder a un cuestionario es una tarea que exige un

cierto esfuerzo por parte del entrevistado y, además, sin una recompensa aparente. De

hecho, éstos deben interpretar el significado de la pregunta planteada, recurrir a su memoria

para obtener la información pertinente y integrar todo esto en una opinión que debe ser

transmitida al entrevistador. Algunos individuos se sentirán motivados para realizar este

esfuerzo, pero otros pueden volverse impacientes, desinteresados o cansados y, por lo tanto,

en lugar de dar una respuesta adecuada, contestarán lo primero que se les ocurra para salir

del paso.

En la tercera fase se procede a la recogida de los datos mediante el proceso de

encuestación. Es importante iniciar esta etapa mediante la utilización de un pequeño grupo

de orientación donde se discutan los principales aspectos del cuestionario, detectando los

posibles errores que pudiera tener y revisando, por tanto, su redacción de tal forma que el

sentido y significado de las frases sea el mismo para todos los individuos

                                                                                                                                              
otra ventaja de este formato es que provee de unas tasas de respuesta más elevadas debido a su mayor
facilidad de entendimiento. Sin embargo, otros afirman que el formato abierto proporciona estimaciones más
exactas (Freeman, 1992; Schulze, 1993) y que bajo el formato dicotómico puede aparecer un posible sesgo al
alza ya que el precio de salida mostrado al individuo le proporciona información sobre el bien objeto de
estudio (Schulze et al., 1996). Comparaciones recientes (Boyle et al., 1996 y Ready et al., 1996) parecen
apoyar la postura general de que la DAP es mayor con preguntas dicotómicas que con preguntas abiertas
(DAPDC > DAPOE). Sin embargo, Bohara et al. (1998) apoyan la hipótesis básica de Hanemann (1996) de que
los entrevistados responden de manera completamente diferente las preguntas dicotómicas y las abiertas y
que, por tanto, cualquier juicio respecto a una relación sistemáticas entre la  DAPDC y DAPOE  carece de
sentido hasta que haya disponible una mayor evidencia.
4 A este respecto, Randall (1997) señala que “irónicamente, aprender sobre valoración contingente es bastante
barato, pero realizar las entrevistas a muestras representativas de la población y obtener un alto porcentaje de
respuestas es muy caro”.
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independientemente de sus características socioeconómicas. A continuación se realiza un

estudio piloto utilizando una muestra de entre el 10-20% del tamaño de la muestra final. La

finalidad de este estudio es analizar el funcionamiento del cuestionario y si se opta por

utilizar un formato de pregunta cerrada o binario es el momento idóneo para probar el

vector de precios de salida a utilizar.

Y, en la última etapa, se procede a analizar y publicar los resultados obtenidos. Aquí

es importante conocer, en primer lugar, cuál ha sido la tasa de respuestas la cual puede

variar en función del tipo de formato de pregunta utilizado (Hanemann y Kriström, 1995).

A continuación, se debe elegir un modelo estadístico que puede ser tanto paramétrico como

no paramétrico5. El primero es conveniente cuando se pretende estimar parámetros que son

de interés6 mientras que el segundo permite obtener la media de la DAP de una manera más

“robusta” al no ser necesario realizar ninguna suposición previa respecto a la forma

funcional de la distribución de la DAP (Pommerehne y Hart, 1997). Finalmente, se elige la

media o la mediana como medida de bienestar y se procede a la agregación de las

valoraciones individuales.7

El diseño de un ejercicio de valoración contingente no está exento de dificultades y

es necesario evitar en lo posible cualquier tipo de sesgo para poder obtener de las personas

unas respuestas honestas puesto que, en caso contrario, se podría desvirtuar la utilidad de

este método en la valoración económica de los beneficios sociales de la provisión de bienes

públicos y de la calidad ambiental. De hecho, como cualquier metodología económica, la

valoración contingente tiene sus limitaciones y es difícil implementarla adecuadamente.

Además, por sí misma no puede dar una respuesta definitiva a cualquier decisión política de

importancia (Carson, 1998).

                                               
5 Véase, por ejemplo, Kriström (1990).
6 Por ejemplo, cuando queremos validar teóricamente nuestro modelo es necesario estimar los parámetros que
acompañan a las variables fundamentales como son la renta y el precio o pago ofrecido y ver si los signos de
éstos coinciden o no con lo que predice la teoría económica (Bishop et al., 1995).
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Valoración contingente y efecto información

Como ya se ha insistido al principio, la información suministrada a los entrevistados afecta

a la valoración que éstos otorgan al bien público objeto de análisis. Pero también, éstas

valoraciones se ven afectadas por el nivel o información previa que los individuos tenían

del mismo.  De hecho, los consumidores en el mercado aprenden respecto a los bienes que

consumen a través de la adquisición repetida de los mismos hasta que éstos les son

“familiares”. Esto proceso de aprendizaje no suele ocurrir con los bienes que carecen de

mercado, pues su consumo no es tan habitual, no obstante, los valores obtenidas de un

ejercicio de valoración contingente son más fiables si se cumplen lo que se conoce como

las condiciones operacionales de referencia (Cummings, et al., 1986): que los sujetos están

familiarizados con el bien; que se les de el tiempo suficiente para que piensen y que se les

recuerde que existen bienes sustitutivos y complementarios al bien objeto de valoración.

Si los individuos están familiarizados con el bien a través del conocimiento que

hayan adquirido del mismo en los medios de comunicación, será mucho más fácil describir

en el cuestionario el escenario de valoración. Blomquist y Whitehead (1998) sostienen que

la familiaridad es esencial para una aplicación exitosa del MVC. Sin embargo, si este

criterio se exigiera en todos los ejercicios de valoración contingente esto reduciría

sustancialmente su campo de aplicación. De hecho, Mitchell y Carson (1995) sostienen que

la familiaridad no constituye una condición necesaria para el uso del MVC puesto que

muchos de los bienes que son objeto de valoración son únicos y, por tanto, muchos

individuos pueden estar poco familiarizados con los mismos.

En cualquier caso, la raíz del problema está, por un lado, en que la mayor parte de la

información suministrada es poco probable que sea neutral ya que los individuos tienen sus

propias preferencias en relación a quién ha de proveer el bien, a la forma de provisión de

éste y sobre quién ha de pagar por el mismo (Carson, 1991). Y, por otro, en que cada uno

debe recurrir a su memoria para obtener la información pertinente (que puede ser más o

menos rica) y integrar todo esto en una opinión que debe ser transmitida al entrevistador.

                                                                                                                                              
7 Como señalan Harrison y Kriström (1995), la elección de una u otra medida refleja un punto de vista propio
de cómo se distribuye el bienestar en la sociedad y, por tanto, poco puede ser dicho sobre la elección más
apropiada de la función de bienestar.
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Por ello, no es extraño que individuos enfrentados al mismo conjunto de información den

valoraciones diferentes como consecuencia de su desigual información previa como

tratamos aquí de demostrar.

3. Definición del bien público objeto de valoración

El experimento de valoración contingente que sirve de base a este trabajo tenía como

finalidad valorar los beneficios sociales derivados de la reordenación del uso y actividades

del puerto comercial de Castellón que se materializan en una clara mejora medioambiental

para los habitantes de dicha ciudad como se mostrará más adelante.

Cada vez es más habitual que las ciudades portuarias procedan a la remodelación

urbana de sus fachadas marítimas alejando la actividad comercial, y todo lo que ello

implica (tráfico de mercancías pesadas y peligrosas, ruidos, alteraciones del paisaje, etc.),

de las áreas más próximas a la ciudad cediendo los terrenos liberados para usos ciudadanos

de carácter recreativo y cultural. En España, existen diferentes ejemplos de este proceso

que ya son una realidad, aunque no han sido objeto de valoración, como son los casos del

Port Vell de Barcelona y del Muelle de Costa de Alicante. Otros, si bien han sido objeto de

valoración todavía no se ha llevado a cabo su realización física como es el caso del Balcón

al Mar de Valencia8.

Por lo que se refiere al bien público objeto de estudio, cabe señalar que en el

momento actual las autoridades portuarias de Castellón ya han iniciado un proceso de

apertura a la ciudad mediante la cesión de espacios portuarios para el uso y disfrute de los

ciudadanos alejando la actividad comercial de las zonas más próximas a la ciudad. Su

objetivo es integrar estos espacios de una forma armónica en el entramado urbano. Este

proyecto, conocido bajo el nombre de “Moll de Costa, una puerta abierta al mar” supone

una mejora evidente de la calidad ambiental del entorno ya que los espacios liberados, que

abarcan una superficie superior a los 60.000 m2, serán destinados a usos recreativos y

                                               
8 En Saz et al. (1999) se puede ver con detalle el análisis de la estimación de los beneficios sociales de la
remodelación urbana de la fachada litoral de Valencia. Se trata de una valoración ex ante, pues todavía no se
ha llevado a cabo el proyecto.
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culturales. Entre las actuaciones previstas destacan la creación de zonas ajardinadas y de

paseo, la construcción de dos museos y de un auditorio de música al aire libre que

incrementará la oferta actual (inexistente) de este tipo de equipamiento urbano. También

está previsto construir un lago artificial que albergará el antiguo faro del puerto,

actualmente en desuso, para su recuperación como elemento ornamental del nuevo

entramado urbano puerto-ciudad.

Para valorar estas actuaciones, se realizaron 800 entrevistas personales en los

domicilios de los entrevistados y siguiendo rutas aleatorias, durante los meses de Mayo y

Junio de 1999. Las primeras 100 correspondieron a la fase de pilotaje donde, a partir de la

utilización de una pregunta abierta y de la discusión del contenido del cuestionario en

grupos de orientación, se pudo construir el vector de precios de partida (bid vector) para la

fase definitiva de la realización de las entrevistas. Por tanto, el formato de licitación

elegido, debido a las ventajas que presenta frente a otros formatos, fue el dicotómico simple

con seis puntos de partida (1.000, 3.000, 5.000, 7.500, 10.000 y 15.000 pesetas).

El vehículo de pago utilizado fue el ya tradicional en España para este tipo de

ejercicios (efectos externos de la provisión de infraestructuras públicas9), es decir, la

contribución voluntaria10 a un Fondo Especial que se encargaría de llevar a buen término

las actuaciones previstas. Este tipo de vehículo parece el más neutral en España ya que

genera un bajo grado de rechazo frente a otros que implican un pago forzoso11

(contribuciones especiales, incremento de impuestos, etc.). En cualquier caso, el porcentaje

de respuestas protesta fue del 29% que se encuentra dentro de los límites aceptables para

este tipo de estudios12.

Las preguntas de valoración quedaron redactadas de la siguiente forma:

                                               
9 Véase por ejemplo, los estudios pioneros de Riera (1993 y 1995).
10 Champ et al. (1997) interpretan las donaciones como un límite inferior de las medidas Hicksianas de
bienestar.
11  El lector interesado encontrará en Bennett et al. (1996) y Bateman et al. (1996) ejemplos de cómo
diferentes vehículos de pago generan mayor o menor rechazo por parte de los entrevistados.
12 Por ejemplo, Saz et al. (1999) en el estudio sobre la fachada litoral de Valencia obtuvieron un 31%.
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Como usted sabe cada vez es más común que la Administración analice la opinión de los
ciudadanos que se ven afectados por las obras públicas. Por ello, y aun cuando todo el
proyecto anterior va a ser financiado con fondos públicos y privados, y sólo para conocer
cual es el valor que le otorga usted al mismo, imagine que este proyecto tuviera que ser
pagado por los ciudadanos mediante la contribución económica a un Fondo Especial que
se encargaría de llevar a cabo todas las obras previstas durante el período de realización
de las mismas: años 1999 a 2001.

P14. Pues bien, teniendo en cuenta sus ingresos personales y el hecho de que existen otras
actuaciones públicas por las que se le podría pedir dinero, ¿Estaría usted dispuesto/a a
contribuir económicamente durante el período de duración de las obras?

SI  à P15
NO à P16
No sabe/ No contesta à P17

P15. Dado que usted estaría dispuesto a contribuir económicamente, ¿Pagaría “X”
pesetas al año? (Entrevistador: recuerde al entrevistado que las obras duran 3 años, desde
1999 al 2001).

SI
NO à P16
No sabe/ No contesta à P17

P16. ¿Por qué razón no pagaría usted nada? …………………………………………………
P17 ¿Por qué razón no desea usted responder a esta pregunta? ……………………………

Finalmente, señalar que para facilitar la comprensión del escenario de valoración la

descripción oral del bien público objeto de análisis se acompañó de la utilización de ocho

imágenes realizadas por ordenador que simulaban las diferentes actuaciones previstas y la

integración de éstas en el entramado urbano dando la idea de un conjunto armonioso y

equilibrado.

4. Modelo utilizado y resultados

Como se ha indicado en la introducción, el objetivo principal de este trabajo es testar la

influencia que pueda tener el conocimiento previo del proyecto por parte de los
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entrevistados (su mayor o menor información al respecto) sobre la DAP declarada por

éstos. Por ello, a partir de una pregunta incluida en el cuestionario donde se les preguntaba

a los entrevistados que declararan cuál era su grado de conocimiento previo del proyecto se

procedió a dividir la muestra en dos partes: aquellos que conocían o habían oído hablar del

proyecto y aquello otros cuyo desconocimiento era total13.

En el cuadro 1 se muestra cómo casi el 48% de los entrevistados carecía de

conocimiento alguno respecto al proyecto para toda la muestra (N = 695), mientras que si

se reduce la muestra eliminado las respuestas protesta (N =489) este mismo porcentaje es

del 49%. Por tanto, a partir de estas dos muestras se procedió a estimar la media de la DAP

para los dos grupos de individuos considerados (con y sin conocimiento previo).

Cuadro 1
Conocimiento previo del bien público objeto de análisis

Muestra completa
(incluye ceros reales y ceros protesta)

Muestra restringida
(se excluyen los ceros protesta)

Frecuencia (%) Frecuencia (%)
0. No sabe/no contesta 2 (0,29) 0 (0,00)
1. Mucho 10 (1,44) 5 (1,02)
2. Bastante 46 (6,62) 26 (5,32)
3. Algo 143 (20,58) 110 (22,49)
4. Poco 164 (23,60) 108 (22,9)
5. Nada, no lo conocía 330 (47,48) 240 (49,08)
Total 695 (100,00) 489 (100,00)

El modelo utilizado para estimar la DAP fue el modelo Spike (Kriström, 1997b)

cuyas ventajas son evidentes cuando la distribución de la DAP es asimétrica y cuando una

considerable proporción de los entrevistados manifiestan una DAP igual a cero. El modelo

Spike permite que los individuso tengan una DAP = 0 por el bien público, por tanto, el

hecho de asignar una probabilidad positiva a una DAP = 0 puede dar lugar a un “spike” en

                                               
13 Las dos muestras son comparables ya que no difieren en sus características más relevantes: edad de los
entrevistados, sexo, renta familiar, nivel educativo, etc.
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la función de distribución de la DAP, es decir, una discontinuidad o un salto en el valor

cero14.

 Este básicamente utiliza dos preguntas de valoración15: la primera pregunta al

individuo si quiere o no contribuir económicamente por un determinado bien público o

ambiental. Es decir, se trata de averiguar si el individuo está o no en el mercado de este

bien y, la segunda, le ofrece un determinado precio A. Si el individuo responde que no a la

primera, esta segunda pregunta es innecesaria. Por tanto, para cada individuo i, se define un

indicador (Ei) que nos dice si éste está o no en el mercado:

E i = 1  si  DAP > 0   (0 en el resto de situaciones)               (6)

De igual forma, Di nos indica si el individuo está o no dispuesto a pagar el precio sugerido

A:

D i = 1 si  DAP > A    (0 en el resto de situaciones)      (7)

La función de máxima-verosimilitud para la muestra viene dada por la siguiente ecuación:

( )[ ] [ ]

[ ] )8()0(ln)1(

)0()(ln)1(1ln
1

DAPi

DAPDAPiiDAPi

N

i

FE

FAFDEAFDEl

−+

+−−+−= ∑

Aquí aparecen los tres situaciones posibles. Primero, un individuo puede rechazar el

pago propuesto A porque le parece demasiado alto, pero aceptar pagar alguna cantidad.

Segundo, puede rechazar pagar A o cualquier otra cantidad y, por último, puede aceptar

                                               
14 Una “spike” significa la función de supervivencia empírica no tiene una forma suave a lo largo de todo el
rango desde probabilidad cero a probabilidad uno. El hecho de tener una “spike” en el valor cero, significa
que algunos individuos no quieren el bien, sin importarles cual sea el precio que se les ofrece.
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pagar A puesto que su verdadera DAP está por encima de este valor propuesto. Una vez

estimada la función de máxima-verosimilitud16, para obtener la media se ha de resolver la

siguiente integral17:

)9(
)(exp1

)exp(
0∫
∞

−+
−

A

A

βα
βα

donde α y β  son los coeficientes obtenidos en la estimación de la función de máxima-

verosimilitud. Si β es positivo, entonces la media de la DAP en el modelo Spike viene dada

por la siguiente expresión:

[ ] )10()exp(1ln
1

α
β

+

En el cuadro 2, se muestra como en ambos casos (muestra completa y restringida) la

media de la DAP estimada es sensiblemente mayor para aquellos individuos que tenían un

conocimiento previo del proyecto. En concreto, en el primer caso la media es de 9.412

pesetas para los que declararon poseer información previa y de 5.817 pesetas para los que

desconocían el proyecto, es decir, el primer valor es un 67% mayor que el segundo. Y, en el

otro caso considerado (muestra restringida), esta diferencia es todavía algo mayor, en

concreto, un 74%. Por tanto, parece probarse que la información previa sobre el proyecto

influye sobre la DAP declarada por los entrevistados.

Por último, los resultados obtenidos deben ser validados desde un punto de vista

teórico ya que en caso contrario se podría dudar de la calidad del experimento realizado

                                                                                                                                              
15 Es importante insistir en este hecho, ya que cualquier intento de aplicar el modelo Spike a partir de un
cuestionario que carezca de la primera de estas dos preguntas (porque no se diseñó para tal efecto) es un mero
“artilugio” que carece de sentido.
16 Para estimar ésta se ha de programar necesariamente paquetes econométricos como LIMDEP ya que no
existe un comando estándar o específico para este modelo como lo hay, por ejemplo, para el Logit o Probit.
17 Las formulas que se muestran so válidas si se asume que la DAP se distribuye como una función logística.
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(Bishop et al., 1995). Es decir, se trata de estimar una función de valor donde los valores

declarados vengan explicados por la principales variables explicativas consideradas

teniendo en cuenta que el signo de los coeficientes ha de coincidir con lo que predice la

teoría económica.

Cuadro 2
Grado de familiaridad y media de la DAP

Muestra completa
(incluye ceros reales y ceros protesta)

Muestra restringida
(se excluyen los ceros protesta)

Existe
conocimiento

previo (1)

Sin
conocimiento

previo (2)
Todos los

Casos (1+2)

Existe
conocimiento

previo (3)

Sin
conocimiento

previo (4)
Todos los

Casos (3+4)
α -0,678083

(-6,114)
-0,886092
(-7,337)

-0,775588
(-9,505)

-0,049792
(-0,394)

-0,390743
(-2,967)

-0,216067
(-2,378)

β 0,0436143
(4,897)

0,061453
(5,083)

0,050665
(7,034)

0,051788
(4,939)

0,069831
(5,212)

0,058674
(7,139)

Log. Func. Vero. -280,0819 -246,8517 -528,7258 -218,6474 -208,2725 -429,8199
N 363 332 695 249 240 489
Media de la DAP 9.412 5.617 7.475 12.909 7.399 10.071
Intervalo de conf. (7.424-11.400) (4.444-6.790) (6.364-8.586) (10.295-15.523) (5.932-8.866) (8.642-11.500)

Nota: entre paréntesis se muestran los valores del estadístico t de Student
El intervalo de confianza se ha calculado obteniendo el error estándar de la media de la DAP mediante el
procedimiento de WALD (véase Greene (1995), pág. 140).

En el cuadro 3, se muestran los modelos Probit estimados para tal propósito18. La

bondad del ajuste es adecuada como se demuestra de los valores del logaritmo de la función

de verosimilitud, el porcentaje de aciertos y el pseudo R2 estimado. Además, los signos de

los coeficientes que acompaña a las variables19 son los teóricamente correctos. Por tanto, se

puede señalar que la probabilidad de aceptar el pago propuesto se ve afectada

positivamente por la renta personal, por la valoración global del proyecto y por las

expectativas de uso futuro de las nuevas instalaciones. Por último, las variables precio de

partida y edad presentan signo negativo, es decir, cuanto mayor sea el pago propuesto y la

edad del entrevistado, menor es la probabilidad de aceptarlo.

                                               
18 En este caso, solamente se considera la muestra completa ya que al incluir las variables socioeconómicas en
la regresión el número de observaciones disponibles es menor (N=562) debido a que alguno de los
entrevistados, como es habitual, se negó a facilitar algún dato personal.
19 La definición de las mismas se muestra en el anexo.
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Cuadro 3
Coeficientes Probit con variables socioeconómicas

Modelo
Existe conocimiento

previo (1)
Sin conocimiento

previo (2) Todos los casos (1+2)
CONSTANTE

PRECIO

RENTA

EDAD

VALOR

USO

-2,594709***
(-3,825)

-0,000050***
(-2,772)

0,089207*
(1,877)

-0,015994***
(-2,876)

0,272426***
(3,743)

0,656171***
(3,353)

-2,888973***
(-3,882)

-0,000056***
(-2,631)

0,159007***
(3,012)

-0,013349**
(-2,435)

0,268477***
(3,299)

0,735345***
(3,609)

-2,751425***
(-5,518)

-0,000052***
(-3,784)

0,012274***
(3,516)

-0,014251***
(-3,691)

0,267833***
(4,960)

0,706151***
(5,087)

Log. Función Verosim.
N
% predic. correctas
Pseudo R2

-146,9822
293

72,01
0,514

-121,3663
269

78,81
0,519

-269,0141
562

75,44
0,516

Notas: Entre paréntesis el estadístico t de Student.
*** p < 0.01, ** p < 0.05, * p < 0.10
El Pseudo R2 mostrado es el propuesto por Zavoina y McKelvey (1975).

5. Agregación

La agregación es un difícil y conocido problema en economía del bienestar debido a las

connotaciones distributivas y éticas que conlleva. Como ya se ha comentado anteriormente,

el método de valoración contingente cobra especial relevancia en el contexto del análisis

coste-beneficio. De hecho, para obtener los beneficios sociales de una política de provisión

de bienes públicos se debe proceder a la agregación de la valoración monetaria del

individuo medio o representativo de la muestra. Sin embargo, este proceso particular de

agregación se han de observar, al menos, tres aspectos importantes. En primer lugar, se

debe elegir un esquema de ponderación para los diferentes individuos involucrados. Dado

que  la DAP implica una restricción presupuestaria el esquema de distribución que se suele
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considerar normalmente es asumir que la distribución actual de la renta es aceptable desde

el punto de vista del bienestar social (Mitchell y Carson, 1989).

En segundo lugar, surge la duda de qué valor de la media de la DAP hemos de elegir

pues los resultados varían sensiblemente en función de si existía o no conocimiento previo

y de si la muestra incluye o no los ceros de protesta.

Y, en tercer lugar, está la cuestión no menos importante de la elección de la

población relevante para proceder a la obtención de los valores agregados. Como es obvio,

si la muestra no es representativa de la población la estimación obtenida no será válida ya

que adolecerá de algún sesgo y, por lo tanto, las decisiones que se tomaran serían

equivocadas. En este caso particular, para evitar una posible subestimación de los

beneficios sociales, la población elegida ha sido la de la ciudad de Castellón, el Grao (zona

portuaria) y lo que denominamos su Area Metropolitana (municipios de Almassora,

Benicassim, Borriana y Vila-real ) ya que entendemos que los ciudadanos residentes en esta

última área también son beneficiarios potenciales de las actuaciones urbanísticas que se van

a llevar a cabo en el Grao de Castellón. De hecho, Pate y Loomis (1997) advierten que en

los estudios de valoración contingente donde no se tienen en cuenta el factor distancia y

donde, además, la muestra está muy limitada geográficamente se corre el riesgo de

subestimar los beneficios agregados. Por tanto, la población total del área considerada

asciende a 206.115 personas mayores de 18 años.

En el cuadro 4, se muestran los valores agregados o beneficios sociales los cuales

oscilan entre los 3.400 millones de pesetas y los 7.900 millones de pesetas en función de la

media de la DAP seleccionada. Si tenemos en cuenta, por un lado, que la mayoría de los

estudios de valoración contingente excluyen las respuestas de protesta en sus cálculos y,

por otro, que hemos de ser prudentes no parece descabellado decantarse por una media de

la DAP 7.399 pesetas lo que nos da unos beneficios sociales de las mejoras

medioambientales y urbanísticas de unos 4.500 millones frente a un coste de la inversión de

unos 2.000 millones de pesetas.
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Cuadro 4
Estimación de los beneficios sociales

Media de la DAP x 3 Población Beneficios sociales
Muestra completa
     Con 28.236 206.115 5.819.863.140
     Sin 16.851 206.115 3.473.243.865
     Total 22.425 206.115 4.622.128.875
     Ponderada 22.797 206.115 4.698.803.655
Muestra restringida
     Con 38.727 206.115 7.982.215.605
     Sin 22.197 206.115 4.575.134.655
     Total 30.213 206.115 6.227.352.495
     Ponderada 30.614 206115 6.310.004.610
Nota: La media ponderada ha sido calculada teniendo en cuenta el peso que cada grupo (con o sin

información previa) representa en el total. Asimismo, la media de la DAP se ha multiplicado
por tres porque el pago era anual durante el período de ejecución de las obras (1999-2001).

6. Conclusiones

En este trabajo se ha mostrado como la información previa que disponen los entrevistados

sobre el bien público objeto de valoración puede influir notablemente sobre los valores que

éstos declaran. De hecho, los individuos que poseían un mayor información mostraron una

DAP sensiblemente más alta respecto a los que carecían de la misma. El no tener en cuenta

este hecho, puede plantear algún problema cuando se procede a agregar las valoraciones

individuales para obtener los beneficios sociales de un proyecto determinado en el contexto

del análisis coste-beneficio ya que surgen las siguientes cuestiones: ¿Qué valores elegimos?

¿Los mayores o lo menores? ¿Qué hubiese ocurrido si las entrevistas se hubieran realizado

unos meses después una vez que a los ciudadanos se les hubiera provisto de una mayor

información sobre el proyecto?

No dudamos que el MVC constituye actualmente una útil herramienta a disposición

de los economistas para valorar los bienes que carecen de mercado, pero ésta no esta libre

de controversia como se ha pretendido mostrar en este trabajo. Por ello, pensamos que las

decisiones que se tomen sobre al uso socialmente más conveniente de los bienes públicos
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han de estar basadas en otros elementos de juicio adicionales a los valores obtenidos de

estos experimentos de valoración ya que éstos por sí mismos no pueden dar una respuesta

definitiva a los problemas analizados. Nuestro trabajo no ha hecho nada más que mostrar lo

que puede ocurrir si se considera la información previa y este resultado no tiene por qué

generalizarse a otras aplicaciones. Por tanto, creemos conveniente seguir avanzando en el

camino abierto para proveer una mayor evidencia de las diferencias observadas en las

valoraciones individuales en función de los niveles de conocimiento previo.
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Anexo

Las variables utilizadas en el modelo Probit han sido las siguientes:

PRECIO: variable discreta que representa el precio o pago ofrecido al individuo en el
momento de plantearle la pregunta dicotómica de valoración. Esta puede tomar seis valores
diferentes: 1.000, 3.000, 5.000, 7.500, 10.000 y 15.000 pesetas.

RENTA: variable discreta, que en una escala de 0 hasta 12, representa los ingresos netos
mensuales del individuo entrevistado en tramos de 50.000 pesetas. El valor mínimo sería
unos ingresos de cero pesetas y el máximo unos ingresos superiores al medio millón de
pesetas.

EDAD: variable que, como su nombre indica, representa la edad del individuo entrevistado.

VALOR: variable discreta que puede tomar un valor cualquiera entre 0 y 10 en función de
la valoración que el individuo otorga a las diferentes actuaciones que comprende el
proyecto, se trata de obtener una valoración global (el primer valor positivo sería el 5 y el
más elevado el 10).

USO: variable discreta que puede tomar un valor cualquiera entre 1 y 5 en función del uso
que cree el entrevistado que hará de las nuevas instalaciones previstas (1: nada ... 5:
mucho).


